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Andrés Roemer

Abstract
Countries in the developing world are often disadvantaged by indifference, negligence, corruption and general waywardness in their public sectors. The so-called “new public management”
attempts to transform unproductive bureaucracies by adopting policies and practices used by the
private-sector. The methods included in the new public management include shifting managerial
emphasis from policy issues to quantification and efficiency; dismembering massive bureaucratic
structures into limited-purpose agencies; financing agencies through payments from their publicsector “customers”; creating surrogate markets; introducing cost-cutting and labor discipline (such
as more contract appointments and fewer jobs for life); incentivizing workers through financial rewards; increasing the information easily available to the users of publicly-provided services; and
rewarding responsiveness through star ratings and league tables.
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1. Origen, objetivos y características de la modernización
administrativa.
En las últimas décadas, el mundo ha experimentado una transformación
vertiginosa. Hoy en día las economías se encuentran más integradas en el
contexto del mercado mundial y sus procesos internos dependen
inevitablemente de la compleja dinámica de la globalización. A diferencia de
lo que ocurría hace algunos años, actualmente resulta prácticamente imposible
que una sociedad ponga en marcha estrategias exitosas de desarrollo
económico basadas en políticas proteccionistas que le aíslen de la dinámica
política mundial. El reto radica en diseñar estrategias de desarrollo capaces de
conferir las economías nacionales viabilidad en un mercado global
crecientemente especializado y competitivo.
En el marco del paradigma desarrollista anteriormente vigente, los
gobiernos tendían a enfrentar los trastornos de tipo económico adoptando
estrategias de supervivencia enfocadas a conseguir logros en un horizonte de
corto plazo. Esta visión inmediatista de los problemas económicos generó
enormes costos para las economías en vías de desarrollo al fomentar que los
gobiernos concentraran sus esfuerzos en atacar las expresiones superficiales
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de las crisis ignorando sus causas estructurales. Actualmente, la preocupación
fundamental radica en emprender reformas institucionales y legales que,
efectivamente, permitan transformar estructuras y emprender estrategias de
desarrollo con posibilidades de éxito en un horizonte de largo plazo. El
proyecto del presente artículo se sitúa, precisamente, en el marco de esta
lógica de modernización profunda.
La complejidad de los problemas que aquejan a las sociedades
contemporáneas y la percepción cada vez más generalizada por parte de la
sociedad de que el gobierno ha dejado de ser “parte de la solución para el
desarrollo” para convertirse en “parte del problema y obstáculo del
desarrollo”, ha generado una grave crisis de confianza. Lejos de ser resultado
de una línea de determinación causal, esta crisis aparece como la síntesis de un
complejo conjunto de procesos. Entre éstos destaca la creciente incapacidad
del gobierno para atender las demandas básicas de la sociedad, situación que
proviene de la conjunción de dos problemas fundamentales: la falta de
claridad en los objetivos y las funciones del gobierno y su poca eficiencia y
eficacia para realizarlos. Respecto al primer punto, destaca que los gobiernos
han perdido su sentido de misión en virtud de que no existe actualmente
consenso en torno a lo que deben y no deben hacer y, por supuesto, tampoco
de cómo hacerlo de manera eficiente. Respecto al segundo punto, los
gobiernos, en su afán por eliminar la corrupción y el dispendio de recursos,
han introducido un sinnúmero de controles y regulaciones que han terminado
por generar importantes costos tanto en términos de eficacia y eficiencia como
en términos de equidad. Lo anterior ha implicado que el gobierno tenga que
gastar más para realizar lo mismo, lo que conduce a un crecimiento del gasto
público superior a su capacidad fiscal, y a una sistemática caída en la cantidad
y calidad de los bienes y servicios que ofrece a la sociedad.
Esta situación ha hecho insostenible la operación exitosa del gobierno
con base en prácticas y estructuras tradicionales, poniendo de manifiesto la
urgencia de introducir modificaciones sustantivas tanto en su manera de
administrar recursos sociales, como de diseñar, instrumentar y evaluar
políticas públicas. Esta idea se ve reforzada por un informe de la OCDE, cuya
conclusión es que los líderes políticos no enfrentan con seriedad las raíces de
los problemas de sus naciones sino hasta que la situación se aproxima a
condiciones críticas. Es en este momento, cercano a la ruptura del orden social
y político, cuando la necesidad de una reforma estructural profunda se torna
evidente y es por fin aceptada por un gran número de los actores sociales
relevantes (OECD 1988).
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En este contexto, muchos gobiernos se han dado a la tarea de revisar a
fondo sus fundamentos organizacionales. Ha surgido en muchos países la
voluntad política para generar una nueva estructura legal e institucional que
permita superar las rigideces e insuficiencias de los modelos administrativos
vigentes. Más que operar modificaciones superficiales, se reconoce la
necesidad de contar con un nuevo paradigma para la administración pública
que sirva de sustento teórico y metodológico para emprender reformas
profundas tanto en la manera en que el gobierno administra los recursos de la
sociedad, como en el modo en que ejecuta las decisiones de política pública.
El reto radica en diseñar y aplicar fórmulas que, con base en la obtención de
resultados, permitan elevar la eficacia de las instituciones para hacer más
eficiente el manejo de los recursos y, de manera fundamental, tornar más
profesionales e imputables las decisiones y acciones de los funcionarios.
A partir del modelo teórico que plantea la modernización
administrativa, varios países1 han puesto en marcha reformas cuyo objetivo es
sustituir las centralistas y rígidas estructuras tradicionales por un esquema de
organización institucional y comportamiento burocrático, en el cual, la
administración pública opere de manera similar a las mejores prácticas de
entornos de competitividad y rendición de cuentas (Colin Campbell 1995, p.
293). Uno de los puntos de partida importantes de este nuevo paradigma
considera que el origen de los problemas del gobierno radica en la cultura
organizacional-administrativa vigente y no en las personas que conforman al
sector público. Se parte de la idea de que no es posible imputar la
responsabilidad del fracaso gubernamental a personas limitadas por
reglamentos obsoletos y controles excesivos. Por el contrario, la
modernización administrativa busca reivindicar a los servidores públicos
otorgándoles mayor confianza, estabilidad y mejores condiciones de trabajo, a
fin de que eleven su productividad para estar en condiciones de atender con
mayor eficacia y equidad las demandas de la sociedad.2
1

Entre los países que han tomado medidas específicas para adoptar un sistema de este tipo se encuentran
Reino Unido, Nueva Zelanda, Australia, Canadá, Estados Unidos, Ecuador y Bolivia, entre otros.
2

El modelo tradicional (o viejo) de Administración Pública padece deficiencias que no permiten una
administración que ofrezca mejores servicios a los menores costos posibles; este modelo conlleva de manera
implícita: 1) un aumento en los costos de operación del aparato público, 2) incremento en los costos de
transacción y dilación en la gestión del gobierno debido al proceso de autorización que tienen que llevar a
cabo las dependencias en materia de inversión y reasignación del gasto para eficientar sus labores, 3) envío de
una señal equívoca de que lo importante es cumplir con procedimientos y no con resultados, 4) otorga
tratamiento financiero igual a unidades con naturaleza diversa, 5) inhibición para el desarrollo cabal de los

Produced by The Berkeley Electronic Press, 2006

4

The Latin American and Caribbean Journal of Legal Studies

Vol. 1 [2006], No. 1, Article 6

Se trata, en suma, de esforzarse por hacer del gobierno una organización
más efectiva y menos costosa (Al Gore 1994), entendiendo que las sociedades
actuales exigen administraciones públicas cambiantes, flexibles al entorno,
provistas de unidades que, a pesar de su complejidad técnica, resulten
efectivas en términos de generación de resultados con base en indicadores de
desempeño previamente establecidos; logrando con ello una óptima
combinación de calidad y productividad sustentable (Yehezkel Dror 1996).
El modelo de administración pública propuesto, promueve que los
gobiernos establezcan misiones claras sustentadas en resultados y que
suscriban convenios de desempeño, mismos que comprometan a las unidades
administrativas a responder a la ciudadanía, obteniendo resultados concretos y
cuantificables en términos de gestión y de provisión de bienes y servicios
públicos. Los compromisos institucionales que forman parte de los convenios
de desempeño, implican el otorgamiento de mayores índices de libertad a los
funcionarios tanto en la administración y organización de recursos como en la
operación de los diversos programas. Se trata de otorgar a los directores o
encargados de las unidades administrativas el margen de maniobra necesario
para producir los resultados que se esperan de ellos, definiendo con precisión
sus niveles de responsabilidad y el volumen de recursos que pueden utilizar
para alcanzar determinado objetivo.
Lo anterior, permite elevar la productividad y el nivel de imputabilidad
de los funcionarios públicos, quienes deberán encontrar un equilibrio entre
márgenes más amplios de capacidad operativa y mayores niveles de
responsabilidad. Esta lógica de funcionamiento gubernamental conlleva una
poderosa inercia descentralizada que orienta al rediseño de las funciones y
atribuciones de las dependencias y entidades centrales. Este rediseño implica
dejar en manos de centro las tareas de planeación estratégica basadas en la
formulación y evaluación de políticas públicas de mediano y largo plazo, para
concentrar en las unidades administrativas locales la ejecución de las acciones
de corto plazo en las metas programáticas (David Osborne y Ted Gaebler
1997).
Para concluir, y con el fin de incrementar la eficiencia del gobierno en
la producción y prestación de bienes y servicios públicos, el nuevo paradigma
servidores públicos debido a su inmovilidad —vertical y horizontal—, 6) evita la creación de incentivos que
induzcan al servidor público a prepararse y profesionalizarse de forma sólida a largo plazo.

http://services.bepress.com/lacjls/vol1/iss1/art6

Roemer: Nueva administración pública

5

reconoce la necesidad de promover la utilización de esquemas de mercado.3
En estos se considera particularmente importante la creación de un ambiente
de competencia entre agencias públicas y empresas del sector privado. Es
necesario superar la idea de que una empresa pública es, por definición,
incapaz de competir exitosamente con unidades privadas. El reto radica en
generar los incentivos adecuados y en definir con precisión las reglas del
juego. Para lograrlo es fundamental que las instituciones públicas adopten
sistemas idóneos en materia de administración de recursos humanos y
administrativos, lo cual debe complementarse con el desarrollo de áreas de
planeación, evaluación y mercadotecnia que les permitan conocer a fondo las
demandas y preferencias de los usuarios de sus productos y servicios.
En síntesis, las reformas gubernamentales emprendidas por diversos
países sobre la base del paradigma de la modernización administrativa han
tenido tres elementos característicos: la introducción de mayores niveles de
flexibilidad y autonomía en la gestión de funcionarios y unidades
administrativas con base en misiones claras y específicas; la celebración de
convenios que permitan evaluar el desempeño de los burócratas, sustentado en
la obtención de resultados y no sólo en términos del cumplimiento de
procedimientos formales y, finalmente, la utilización de esquemas de mercado
encaminados a mejorar la productividad de las agencias y empresas del
gobierno, a fin de elevar la calidad de los bienes producidos y de los servicios
que presten.
El objetivo fundamental de estos esfuerzos es restaurar la credibilidad
de los ciudadanos en sus gobiernos volviendo sus estructuras administrativas
más eficientes y, sobre todo, más comprometidas con las verdaderas
demandas, expectativas y necesidades de la sociedad.

3

El modelo tradicional (o viejo) de administración pública se sustenta en conceptos centralistas y
verticalistas, como mando, lealtad, obediencia e imposición, en lugar de hacerlo sobre la base de conceptos
cooperativos como participación, colaboración y negociación. Este modelo organizacional tenía por objeto
limitar el riesgo implícito en el actuar de los funcionarios “perdedores”, independientemente de la capacidad y
experiencia que tengan. Estas “camarillas” en el poder, frecuentemente tienen la capacidad de regular y
coordinar las actividades de las instituciones administrativas, en función de intereses ajenos y, en ocasiones,
abiertamente contrarios a los fines de las políticas públicas.
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Sustento teórico de la modernización administrativa.

La modernización administrativa tiene como objetivo central
incrementar la eficiencia y la eficacia para fortalecer los procesos de equidad
de las instituciones que conforman al gobierno, así como elevar la calidad
profesional, la imputabilidad y el sentido de compromiso con la comunidad de
los funcionarios públicos. Se trata de un proyecto encaminado a elevar la
confianza de la sociedad en sus gobernantes mediante cambios estructurales
en el aparato administrativo que permitan la solución efectiva de problemas, la
racionalidad en la utilización de los recursos públicos y la provisión creciente
de bienes y servicios de calidad.
Como perspectiva teórica, la modernización administrativa se ubica en
el campo del análisis económico del derecho, de la teoría del nuevo
institucionalismo económico y de la teoría de la elección pública.4

2.1 Nuevo institucionalismo económico y el análisis económico
del derecho
La modernización administrativa tiene como una de sus principales
características el uso de un enfoque neoinstitucional en el análisis del impacto
de las políticas públicas en el comportamiento de los individuos.5 La
economía de los derechos de propiedad y costos de transacción, conocida
también como la nueva economía institucional o neoinstitucional, tuvo un
origen modesto a finales de la década de 1950 con el trabajo de Armen A.
Alchian (1959, 1961). Con el apoyo de artículos seminales acerca de los
costos de las transacciones y de la información, escritos por Ronald H. Coase
(1961) y George J. Stigler (1961), esta línea de investigación atrajo a otros
autores y, a mediados de la década de 1970, había generado un cuerpo
considerablemente creciente de investigación teórica y empírica (Louise de
Alessi y Robert J. Staaf 1988; Alessi 1980).

4

Para un estudio exhaustivo del análisis económico del derecho y sus perspectivas rectoras, véase Andrés
Roemer (1998).

5

El siguiente análisis está basado en el libro de Roemer, op. cit.

http://services.bepress.com/lacjls/vol1/iss1/art6

Roemer: Nueva administración pública

7

La obra de esta escuela es sensible a la temática organizacional y
analiza de qué modo la estructura de los derechos de propiedad y los costos de
las transacciones afectan los incentivos y el comportamiento económico.
La nueva perspectiva institucional trata de demostrar que las
instituciones importan. Cada estructura organizacional distinta afecta los
incentivos y el comportamiento; no obstante, las propias instituciones se
consideran como objetos legítimos de análisis económico. Coase indica que es
posible utilizar la teoría para analizar las instituciones de manera que su
operación se explique y forme parte integral del modelo económico. La
mayoría de los autores han aceptado este último punto de vista y,
consecuentemente, intentos recientes por ampliar la aplicabilidad de la
perspectiva del institucionalismo tradicional han conducido a nuevos métodos
sobre cómo interpretar la doctrina económica aplicada a la administración
pública.6
El nuevo institucionalismo considera cómo la distribución de los
derechos de propiedad y los costos de transacción afectan los incentivos de los
funcionarios públicos y, por ende, su comportamiento. Dicha perspectiva
sostiene tres elementos inherentes al modelo de la administración pública: un
individualismo metodológico que considera a la burocracia como
maximizadora de su propia función de utilidad; y que implica que la
racionalidad de los individuos es limitada; y que existen individuos con un
comportamiento oportunista. Estos postulados se convierten en cuatro
axiomas dentro de la modernización administrativa:

6

A diferencia del nuevo institucionalismo, el institucionalismo tradicional o histórico-descriptivo posee un
pasado ilustre: tiene su origen en el trabajo de John R. Common, Thorstein Veblen, Nenry Carter Adams,
Jerome Frank, Walton Hamilton y Roscoe Pound. Estos autores representan una tradición que atiende, sobre
todo, a la interrelación entre los procesos del estado y la economía, e implica más que una aplicación de la
economía a la administración pública. La perspectiva institucionalista histórico-descriptiva nunca se ha
articulado de manera completa, y por esa razón, es difícil dilucidar con precisión cuáles son las
preocupaciones y logros de esa perspectiva. Sin embargo, el trabajo de Thomas Ulen distingue un tema
común en este paradigma y que resulta en una insatisfacción respecto al formalismo de la moderna teoría
microeconómica, especialmente cuando se aplica a los asuntos de políticas públicas. Ulen distingue también
dos grupos separados por dicha insatisfacción: uno, inconforme con el carácter en extremo formal y
matemático de la microeconomía y que ve en este formalismo la causa de que el economista neoclásico
tradicional no preste atención suficiente a la influencia del tiempo y lugar específicos y al contexto
institucional en que se adoptan las decisiones económicas; y otro, que no objeta el formalismo de la
microeconomía moderna, sino que las instituciones sean consideradas típicamente como variables exógenas
cuando, de hecho, son endógenas. Sobre este punto véase Robert Cooter y Thomas Ulen (2004).
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Primero, la modernización administrativa reinterpreta el papel de los
intereses que los funcionarios públicos tienen dentro del gobierno, partiendo
del supuesto de que un análisis del funcionamiento del gobierno deberá
originarse en un individualismo metodológico; es decir, en una evaluación de
la situación y los incentivos que afecten a las personas que integran el
gobierno.
Segundo, en lugar de considerar que los funcionarios públicos tengan
como prioridad maximizar la función objetivo del gobierno, se considera que
los burócratas son actores racionales que buscan maximizar sus beneficios
personales.7
Esta situación frecuentemente conduce a los funcionarios públicos a
tomar decisiones que resultan inadecuadas e ineficientes para los intereses
generales de la sociedad. La lógica del beneficio personal se impone, desde
esta perspectiva teórica, a la lógica del servicio público, provocando que las
políticas implementadas por los gobiernos tiendan a alejarse de los objetivos
que originalmente les dieron forma.
Un claro ejemplo de lo anterior, lo encontramos en los servidores
públicos encargados de la desregulación de trámites administrativos con la
finalidad de brindar un servicio más eficaz y eficiente al ciudadano. Aún
cuando el objetivo de la política pública es claro, con frecuencia ocurre que
los burócratas encargados de operarla ven una oportunidad de mejorar sus
ingresos precisamente en no realizar o realizando de manera incompleta esta
desregulación. La lógica del beneficio personal les indica que entre más lento
y complicado resulte el trámite, mayor es la posibilidad de exigir dádivas a los
ciudadanos interesados en acceder al servicio con rapidez. En otras palabras,
el burócrata tiene en el acto de corrupción un incentivo mayor, en términos de
beneficio personal, que en el derivado de la adecuada realización de sus
esfuerzos desreguladores (Véase Mancur Olson 1965, 1982).
Tercero, con objeto de modelar con mayor veracidad las condiciones
del mundo real de las instituciones, la modernización administrativa sustituye
el supuesto de “racionalidad completa” con el de que los individuos cuentan
con una capacidad limitada para reunir y analizar información, tal como lo
indica David Kreps (1990, p. 750):

7

Para un análisis más detallado de la burocracia maximizadora, véase William Niskanen (1968, 1994).
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“Un individuo completamente racional puede prever lo que sucedería al evaluar y
elegir en forma óptima entre las diferentes acciones que se le presenten, todo ello en
un abrir y cerrar de ojos y sin costo. En cambio, un individuo limitadamente
racional trata de maximizar, pero le resulta costoso hacerlo; al ser incapaz de prever
todas las contingencias y consciente de dicha incapacidad, toma providencias ex
ante para un tiempo ex post, cuando haya de presentarse una contingencia
imprevista.”

Finalmente, la modernización administrativa considera que, además de
incorporar el concepto de irracionalidad limitada, es necesario prever la
posibilidad de que algunos contratos incompletos no se cumplirán por dolo de
alguna de las partes, ya que es posible que algunos funcionarios públicos no
sean honrados y que, de manera deliberada, busquen distorsionar u ocultar
información relevante para la toma de decisiones con objeto de maximizar su
interés propio con mala fe.
Con base en la perspectiva del nuevo institucionalismo económico, la
administración pública puede constituir organizaciones que definan
correctamente los derechos de propiedad, reduzcan los costos de transacción y
establezcan los incentivos para que los funcionarios públicos provean bienes y
servicios de manera eficiente y oportuna a la sociedad, evitando con ello
comportamientos oportunistas o no deseados para el “bien social”.

2.2 Elección Pública
La teoría de la elección pública, de acuerdo con Dennis C. Mueller
(1997), es “el estudio económico de la adopción de decisiones que pertenecen
a situaciones de no mercado o, simplemente, la aplicación de la economía a la
ciencia política.”
La modernización administrativa utiliza la elección pública para evaluar
el comportamiento de la burocracia, partiendo del postulado de que los
individuos son seres egoístas, racionales y maximizadores de su propia
utilidad. De este modo, se pretende explicar de qué modo los problemas que
enfrentan los funcionarios públicos afectan el comportamiento estratégico del
gobierno, así como su desempeño. De manera general, los modelos de
elección pública asumen que el proceso de diseño, definición e
implementación de políticas públicas se determina de acuerdo con los
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esfuerzos de los individuos y grupos de interés para promover sus intereses
particulares, lo que usualmente se conoce como “búsqueda de rentas”.8
Sin embargo, el problema de la búsqueda de rentas se ve atenuado
debido a lo que Olson (1965) califica, en su teoría de la acción colectiva,
como el problema del oportunista (free rider). Olson menciona que si el
número de personas en un grupo es suficientemente pequeño, o si existe la
coerción o algún otro dispositivo especial para que los individuos actúen en
pro de un interés común, los seres racionales guiados por su propio interés no
actuarán para lograr el interés común o de grupo. Esto se debe a que cada
individuo contribuye sólo en pequeña medida a la acción colectiva; el retiro de
dicha contribución no se considera suficiente para afectar el éxito o fracaso
esperado de los objetivos colectivos. Consecuentemente, debido a este
problema del oportunista, se obstruye a los grupos de interés en su intento por
comprometerse en una acción de bienestar colectiva (Olson 1965).
De este modo, y al igual que el Nuevo Institucionalismo, la teoría de la
elección pública parte del supuesto de que, para entender el comportamiento
del gobierno, es fundamental entender primero el comportamiento de las
personas que lo integran. En este sentido, la teoría de la elección pública es
una herramienta fundamental de la modernización administrativa, debido al
énfasis metodológico sobre incentivos en que se sustenta, y a que tiene su
origen axiológico en el principio de que ningún valor social discernible existe
independientemente de los valores individuales, por lo que las acciones
individuales ofrecen elementos significativos a la política pública para evaluar
la acción colectiva.
Como Mercuro y Ryan (1984, p. 14) mencionan:
“Los individuos racionales maximizadores de utilidad actúan no sólo en el mercado
sino que participan también en el proceso de adopción de decisiones políticas para
incrementar su utilidad […] [consecuentemente] los recursos se asignan, ya sea a
través del mercado o del proceso político, por los propios individuos que actúen en
diferentes niveles de habilidad.”

8

La búsqueda de rentas debe ser entendida como el intento de obtener rentas económicas a través de la
intervención del gobierno en el mercado. Un ejemplo clásico es el intento de una compañía de obtener
monopolios concedidos por el gobierno, ya que permiten a la empresa elevar los precios por encima de los
niveles competitivos, con lo que se incrementan sus ingresos. Véase Nicholas Mercuro y Timothy P. Rhyan,
(1984).
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Finalmente, el enfoque normativo de la elección pública se concentra en
el proceso de intercambio y no tanto en el de la elección, mismo que
usualmente constituye el centro de atención del análisis económico neoclásico
tradicional. Buchanan (1972) lo describe de la siguiente manera:
“He sostenido que la norma contractual o paretiana es relevante con base en el
sencillo principio de que “comenzamos desde aquí”. Pero aquí, el statu quo es el
conjunto de instituciones y reglas jurídicas […] he tratado de argumentar que, en la
medida en que los derechos de propiedad son especificados por adelantado, los
intercambios auténticos se reproducen, con ganancias recíprocas para todas las
partes. Sin embargo, en la medida en que los derechos se someten a una redefinición
continua por el Estado, nadie tiene incentivos para organizar e iniciar negocios o
contratos. Esto equivale a decir que cuando el cuerpo político comienza a
preocuparse abiertamente acerca de la distribución del pastel, bajo las asignaciones
de los derechos de propiedad y las disposiciones legales; cuando comenzamos a
pensar en las ganancias personales derivadas del incumplimiento de la ley, en
privado o en público, o en las disparidades entre las imputaciones reales y las que se
estima que se presentarán bajo alguna anarquía idealizada, estamos impidiendo y
previniendo, por fuerza, la realización de los cambios estructurales potenciales
susceptibles de incrementar el tamaño del pastel para todos.”

Por lo tanto, la teoría de la elección pública hace hincapié en el
intercambio sustentado en la regla del consenso y de la compensación. Así,
tanto el nuevo institucionalismo económico como la teoría de la elección
pública ofrecen un reciente paradigma teórico a la administración pública, que
le permitirá ser más eficiente porque se sustenta en axiomas de mayor
predictibilidad sobre la conducta y esencia de los individuos, colectividades e
instituciones.

3.

Definición de objetivos.

Partiendo de los supuestos teóricos sobre el comportamiento
institucional y humano, lo primero que se debe hacer para definir la misión o
los objetivos, es establecer “de dónde venimos” y “hacia dónde debemos
dirigirnos” (posteriormente se hablará de “cómo” transitar de un punto al
otro).
Contar con objetivos valiosos y claros otorga sentido a la existencia de
las instituciones. Las organizaciones gubernamentales necesitan una misión
que cumplir, la cual deberá ser valorada por los actores y además, ser capaz de
desdoblarse en metas concretas cuya realización presupone cumplir con
determinados resultados. Como claramente lo establece Peter Senge: una
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visión compartida es vital para toda organización, pues la provee de enfoque y
energía para aprender. Aunque es posible tener aprendizaje adaptativo sin una
visión clara, el aprendizaje creativo sólo ocurre cuando las personas buscan
realizar algo que tenga importancia para ellas (Peter Senge 1990).
Un gobierno que carezca de objetivos y funciones claramente definidos,
tendrá problemas para motivar a sus integrantes y para generar entre ellos el
sentido de compromiso necesario para servir a la sociedad de manera efectiva,
eficiente, honesta e innovadora. En térmicos generales, la falta de visión
impedirá la creación de la sinergia institucional necesaria para innovar el
aparato del gobierno. En ausencia de objetivos gubernamentales claros, que
permitan a los diversos actores institucionales reconocer compromisos y
prioridades, el otorgamiento de mayores niveles de autonomía se convertirá en
una fórmula para el caos (Senge 1990, p. 235).
La modernización administrativa tiene como eje rector mejorar la
manera en que opera el gobierno, otorgándole la máxima prioridad a la
satisfacción de las demandas de los ciudadanos, delegando autoridad a los
administradores, sustituyendo reglas y regulaciones excesivas con incentivos
adecuados para funcionarios cada vez más calificados, calculando las
asignaciones presupuestales con base en los resultados alcanzados por las
instituciones, e introduciendo, en la medida de lo posible, mecanismos de
mercado que eleven la productividad de las agencias gubernamentales y
permitan ofrecer a la comunidad un volumen cada vez mayor de bienes y
servicios de calidad (Gore 1994).
Uno de los retos mayores que enfrenta el Estado contemporáneo
consiste, precisamente en definir los términos óptimos de la relación
estructural entre el gobierno y el mercado. Determinar la extensión y las
características que deba tener la regulación de las actividades económicas de
los particulares, más que un problema de carácter técnico o administrativo,
constituye un problema de carácter político. Lo anterior es particularmente
claro si consideramos que el gobierno no es una entidad abstracta sino una
compleja red interinstitucional, históricamente constituida, integrada por
personas y grupos de personas que poseen sus propios intereses y
expectativas.
El problema se complica cuando los objetivos generales del gobierno se
alejan o no coinciden con los fines particulares y de grupo de las personas que
configuran su estructura burocrática. Este conflicto plantea el reto de diseñar
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una administración pública integrada por instituciones que tengan la
autonomía necesaria para operar con eficacia y eficiencia, pero que, al mismo
tiempo, estén provistas de incentivos y sujetas a controles que resulten capaces
de evitar que el personal encargado de utilizar sus recursos y operar sus
programas anteponga la satisfacción de intereses privados o gremiales al
cumplimiento de los objetivos del gobierno. El reto de construir instituciones
que permitan al gobierno promover efectivamente los intereses de la sociedad,
constituye una de las principales preocupaciones de la modernización
administrativa.9
Como señala la teoría de la elección pública, toda democracia
constitucional enfrenta problemas de este tipo debido a que la sociedad
constituye un gobierno para promover sus intereses y luego regresa a sus
actividades privadas (Mueller 1997, p.140). Para que la modernización
administrativa realice su objetivo de generar instituciones capaces de
responder a las demandas de la sociedad de manera efectiva y eficiente,
requiere, además de una definición precisa de objetivos y funciones del
gobierno, dar solución al problema del conflicto de intereses entre una
burocracia que se resiste al cambio (agente) y la persona o grupo de personas
encargadas de diseñar e instrumentar los procesos de reforma a la
administración pública (principal). Este conflicto que en la literatura teórica se
ha denominado “agente principal”, tiene su origen en la presencia de
información asimétrica en el ámbito del gobierno. La información asimétrica
implica que ciertas personas o grupos de personas dentro de la burocracia
están en posición de capturar rentas (beneficios “extranormales”) como
resultado de su acceso privilegiado a datos útiles y confiables, cuya obtención
resultaría sumamente costosa para otros actores.
La presencia de información asimétrica en el gobierno, y los intereses
patrimoniales que esto genera, convierte a la burocracia en un factor de
resistencia para las estrategias reformistas que propone la modernización
administrativa. Para resolver o minimizar el problema del “agente principal”,
este paradigma teórico recomienda la implementación de dos grandes
estrategias. La primera tiene que ver con los funcionarios e implica el
establecimiento de objetivos, incentivos y sistemas integrales de recursos
humanos para aquellas personas que cumplan adecuadamente con sus tareas, y
9

Para un mayor entendimiento de los importantes efectos que tienen las instituciones y las provisiones
constitucionales en la manera en que funcionan los gobiernos, véase Werner W. Pommerehne (1978), y
Rexford E. Santerre (1986, 1989).
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el establecimiento de sanciones efectivas para quienes no lo hicieran. Esto que
aparenta ser sencillo se torna complejo en virtud de las complicaciones que
conlleva definir lo que verdaderamente resulta funcional para las agencias
gubernamentales, tanto en términos de incentivos como de sanciones a los
burócratas.
La segunda estrategia se refiere a las instituciones del gobierno y
consiste en introducir prácticas de mercado que, a través de la competencia,
reduzcan los niveles de información asimétrica que permiten la captura de
rentas monopólicas y el desarrollo de intereses corporativos dentro de la
burocracia (Mueller 1989).

4.

Incentivo: ética de servicio

Un reto fundamental del proyecto de transformación gubernamental que
plantea el paradigma de la modernización administrativa consiste en inculcar
una mentalidad emprendedora en los funcionarios públicos. Ésta debe
imponerse a la cultura patrimonial y clientelista que caracteriza a la burocracia
en muchas sociedades. Los nuevos funcionarios públicos deberán ser
profesionales imbuidos de una vocación de servicio a la comunidad y
verdaderamente preocupados por generar resultados, resolver problemas
concretos y elevar sistemáticamente sus capacidades y aptitudes profesionales.
El reto radica en sustituir una burocracia rentista y poco imaginativa, por una
profesional y plenamente convencida de consolidar una ética de servicio
sustentada en la importancia que tiene maximizar el efecto positivo del
gobierno en la sociedad.
En el marco del paradigma de la administración pública tradicional, el
problema “agente-principal” ha sido generalmente enfrentado mediante la
introducción de mayores regulaciones y controles. Este tipo de estrategias
verticales y centralistas han tenido resultados poco satisfactorios en la mayor
parte de los países. Al limitar la libertad de los administradores públicos y
obligarlos a seguir reglas y procedimientos, se logra un aumento del control
formal, pero casi siempre a costa de reducir los niveles de eficacia y eficiencia
de las agencias gubernamentales. Por otro lado, las conductas deshonestas de
los funcionarios y la captura de rentas a partir de la utilización de información
asimétrica, generalmente continúan ocurriendo en virtud de que los beneficios
implícitos en éstas acciones se mantienen, a pesar de la introducción de
mayores obstáculos formales que, lejos de resolver el problema de fondo, lo
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único que provocan es una elevación de los costos de transacción en
detrimento de los ciudadanos y las unidades económicas privadas.
Debido al fracaso evidente de este tipo de estrategias, algunos países
que aquí estudiamos, inspirados en los principios de la modernización
administrativa han encontrado una alternativa en la modificación de los
incentivos a los servidores públicos para la inducción a la ética de servicio
propuesta. Transformar el sistema de incentivos con el que opera la burocracia
representa una solución pragmática al minimizar el problema del “agenteprincipal” y al reducir los conflictos de intereses que necesariamente surgen
cuando la burocracia se convierte en una estructura de poder con fines propios
y frecuentemente contrarios a los fines explícitos del gobierno como red
institucional y a los intereses generales de la sociedad. Esta modificación de
incentivos institucionales, como proyecto de reforma, se basa en la
introducción de principios económicos de mercado en el funcionamiento del
gobierno, entre los que destacan el reconocimiento de que la competencia es
indispensable para generar innovación y aumento en la calidad de los bienes y
servicios que ofrecen las agencias gubernamentales, así como el hecho de que
la burocracia debe estar integrada por profesionistas de carrera altamente
calificados, provistos de una especialización cada vez mayor en las tareas que
desempeñen e imbuidos de un profundo deseo de servicio a la ciudadanía.
Buena parte de las agencias gubernamentales funcionan como
monopolios. Se trata de estructuras estáticas cuya existencia está establecida
en las leyes y rara vez se cuestiona. Estos feudos burocráticos carecen de
incentivos para innovar sus prácticas y procedimientos a fin de eliminar
ineficiencias y operar con mayor eficacia. Una posible solución a este dilema
consiste en introducir el principio de la competencia. Al quedar sujetas a las
presiones del mercado competitivo y ante la posibilidad de ser desplazadas por
otras estructuras, estas agencias tendrán que abandonar su letargo y dedicarse
a diseñar y adoptar mejores prácticas que les permitan producir más y mejor,
aprovechando de manera más racional su dotación de recursos y su
experiencia.10
Un ejemplo de la introducción exitosa del principio de competencia en
la administración pública es el caso de Nueva Zelanda, donde un reciente

10

El tema de la competencia en el gobierno como medida para estimular la implementación de mejores
prácticas la desarrollan de manera sucinta Graham Scott, Ian Ball y Tony Dale (1997).
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proceso de reforma separó las funciones de adquisición y venta de las agencias
gubernamentales (Herman M. Schwartz 1997).
Actualmente las agencias compradoras deben efectuar una licitación
para adquirir bienes y servicios. En ésta participan compañías privadas y
agencias públicas. Con esto las agencias gubernamentales dedicadas a la
producción de bienes y a la prestación de servicios, se ven obligadas a
competir con sus contrapartes del sector privado. Al separar los intereses del
gobierno en tanto que productor y los intereses del gobierno como
consumidor, se ha reducido el poder monopólico de las instituciones, lo que ha
facilitado la adopción de medidas encaminadas a mejorar su eficacia y
eficiencia.
Aquellas agencias que no compitan con el sector privado, terminarán
perdiendo su otrora cautiva clientela y corriendo el riesgo de ser privatizadas
si su función no detenta un carácter prioritario o estratégico para el gobierno.
Adicionalmente, la obligación de hacer licitaciones para la adquisición de
bienes y servicios por parte de las agencias gubernamentales, ha hecho más
difícil para los funcionarios el ocultamiento de información y, con ello, ha
reducido el desvío de rentas hacia la burocracia.

5.

Imputabilidad

Desde la óptica de la modernización administrativa, la falta de
imputabilidad, característica de la burocracia tradicional, se relaciona con la
presencia de información asimétrica y, en este sentido, se enmarca dentro del
problema teórico previamente descrito del “agente-principal”. El costoso y
difícil acceso a información confiable en el ámbito del gobierno representa
una fuente de poder para sectores de la burocracia interesados en capturar un
porcentaje de la renta social promoviendo sus intereses a costa del interés
público. La información asimétrica y la falta de imputabilidad permiten la
construcción de feudos dentro del aparato burocrático que, con diversas
estrategias, terminan por manipular la operación de las instituciones
distorsionando los fines del gobierno. El resultado final de este proceso es de
carácter político: un gobierno colonizado por intereses corporativos gremiales
será incapaz de definir e instrumentar exitosamente políticas de desarrollo
orientadas hacia el beneficio de la sociedad en su conjunto. Por otra parte, un
gobierno carente de imputabilidad, donde el aparato administrativo sea
incapaz de rendir cuentas claras y donde la burocracia no asuma
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responsabilidad sobre sus actos, será un gobierno que gradualmente erosione
las bases de su legitimidad frente a la sociedad.
Como respuesta a estos complejos problemas, la modernización
administrativa propone elevar la imputabilidad de los administradores, y de las
instituciones de las que forman parte, creando un vínculo directo entre los
objetivos de las agencias y las personas responsables de alcanzarlos. Con
objeto de establecer un mayor nivel de imputabilidad, es necesario distinguir
entre los recursos que reciben las agencias (inputs), los bienes y servicios
producidos (outputs), y los resultados generados (outcomes). A manera de
ilustración, pensemos en las distintas etapas que abarca el proceso de trabajo
de una agencia gubernamental encargada de prestar servicios de salud. En una
primera etapa, la agencia recibirá de la Secretaría o Ministerio a cargo de
asignar presupuestos públicos, los recursos que le permitan operar. La segunda
se construirá bajo la instrumentación de las campañas de salud (educación
sanitaria, vacunación, atención médica directa, medicina preventiva, etc.), en
la cual la agencia gubernamental producirá bienes y servicios que se destinen
a diferentes sectores de la población. Finalmente, en una tercera etapa, se
evaluarán los resultados de las campañas de salud de conformidad con
diversos indicadores de efectividad y eficiencia (por ejemplo, reducir la
incidencia de algún tipo de epidemia al menor costo posible para el gobierno).
Como muestra la fig. 1, es posible representar este proceso gráficamente.
Recursos que
reciben las
agencias
(inputs)

Producción de
bienes y
servicios
(outputs)

Resultados
(outcomes)

Un problema de la administración pública tradicional es que no
considera mecanismos eficaces para evaluar la productividad y los resultados
gubernamentales. Usualmente, los programas son evaluados en términos de
los recursos fiscales que utilizan (primera etapa de proceso), y no en función
de los bienes y servicios que producen y, de manera aún más importante, en
función de los objetivos de política pública que se alcanzan a través de su
instrumentación (segunda y tercera etapas). La fiscalización se concentra en el
procedimiento de ejercicio del gasto y en la aplicación de medios contables,
dejando de lado la obtención de resultados y la imputabilidad de las acciones
gubernamentales. Al no concentrarse en la productividad del trabajo y en la
obtención de resultados, este modelo de evaluación de la gestión pública no
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genera los incentivos adecuados para que los servidores públicos se esfuercen
en mejorar la competitividad y capacidad de respuesta de las agencias, lo que
genera una burocracia preocupada más por el nivel de gasto en que incurre y
las actividades o programas que realice, que por su capacidad para generar
resultados de manera eficiente.
La modernización administrativa propone elevar el índice de
imputabilidad de los funcionarios logrando que los mecanismos de evaluación
se concentren en la segunda y tercera etapas.11 Los países que han adoptado
una estrategia que se concentra en la segunda, argumentan que, sin negar la
importancia de la evaluación de resultados en un horizonte de mediano y largo
plazo, en periodos de mayor brevedad resulta más práctico verificar el
cumplimiento de objetivos a partir de la generación de un determinado
número de bienes y servicios . Por otra parte, los países que han elevado el
índice de imputabilidad, concentrando sus evaluaciones en la tercera etapa,
basan sus argumentos en que lo más efectivo para conseguir elevar la eficacia
y la eficiencia en la gestión pública es generar un vínculo directo entre los
funcionarios y los resultados de los programas que les corresponde operar. En
esencia, se trata de estrategias complementarias que, en términos ideales,
deben darse paralelamente, teniendo presente que el reforzamiento de la
imputabilidad no debe darse a costa de una reducción en el margen de
flexibilidad y autonomía de funcionarios y agencias gubernamentales.

6.

Principios estratégicos

Para que las reformas planteadas por el paradigma de la modernización
administrativa tengan efectos positivos permanentes y no sólo impactos a
corto plazo, es indispensable aplicar dos lineamientos de acción. En primer
lugar, se debe definir una auténtica estrategia, un plan de acción provisto de
objetivos claros y realistas que busque modificar los procesos mediante los
cuales se planifiquen y ejecuten las políticas públicas, que permita redefinir
los criterios con que se evalúe su efectividad, que otorgue mayor autonomía
funcional a las instituciones y que aumente la imputabilidad de los servidores
públicos. La exitosa instrumentación de las reformas que plantea la
modernización administrativa presupone una actitud proactiva por parte del
11

La decisión de centrarse en la segunda o la tercera etapa es factor de discusión. En la modernización
administrativa no existe una estrategia dominante, como lo muestra el caso de Nueva Zelanda, que fija la
imputabilidad en la segunda etapa, mientras que Australia la fija en la tercera. Una explicación detallada de
las diferencias y coincidencias entre el modelo de Nueva Zelanda y de Australia se presenta en José Edgardo
Campos y Sanjay Pradhan (1997).
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gobierno y, en este sentido, implica la generación de los consensos políticos
necesarios. En segundo lugar, es indispensable entender que la introducción de
criterios funcionales de mercado, como la evaluación sistémica de la
productividad y la generación de un ambiente de competencia entre las
agencias gubernamentales, no debe darse de manera parcial y aislada sino, por
el contrario, formar parte de una estrategia conjunta y globalizadora de los
esfuerzos interinstitucionales. Para que estos mecanismos reguladores surtan
los efectos deseados, debe generalizarse el funcionamiento del gobierno en su
conjunto, provocando de esta manera la sinergia necesaria para,
efectivamente, transformar prácticas institucionales y patrones culturales.

7.

Cultura

Clarificar los objetivos del gobierno y sus instituciones, establecer
incentivos adecuados y elevar los índices de imputabilidad de los
funcionarios, son condiciones necesarias, más no suficientes, para operar una
transformación integral de la administración pública. Sumado a lo anterior,
resulta indispensable generar entre los funcionarios públicos una nueva cultura
basada en una ética de responsabilidad profesional y de profundo compromiso
con el servicio público.
Todos los gobiernos poseen modelos culturales específicos que son
producto de su proceso formativo. En estos procesos históricos desempeñan
un papel medular los intereses y las estrategias de poder de los grupos y
personas que los conforman. La mayor parte de los gobiernos refleja la
superposición de varias formas culturales, algunas de ellas proclives a la
tradición y otras comprometidas con estrategias de reforma. Esta realidad
quedó expresada al analizar el problema del “agente-principal” donde los
valores, normas, actitudes y expectativas de sectores “conservadores” de la
burocracia reflejan intereses creados dentro del aparato gubernamental. Estas
formas culturales ligadas a la captura de rentas y, a través de este proceso, a la
preservación de intereses particulares, están presentes en muchos gobiernos y
constituyen serios obstáculos para la introducción de las reformas propone la
modernización administrativa.
En este sentido, el proyecto de la modernización administrativa lleva
implícita la transformación cultural de la burocracia. Para que el gobierno
funcione con arreglo a principios de eficacia, eficiencia, productividad,
calidad y honestidad, será necesario superar esquemas de comportamiento
heredados del pasado y que, en importante medida explican el creciente
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descrédito que, hoy por hoy, afecta a la burocracia en la mayor parte de los
países. A pesar de su evidente complejidad, cambiar actitudes y maneras de
pensar no constituye una meta inalcanzable. La introducción de principios de
productividad y competencia desde dentro de las instituciones, la modificación
de marcos legales e institucionales con arreglo a objetivos claros de política
pública, la introducción de incentivos adecuados para el trabajo de los
funcionarios, la realización de actividades periódicas y objetivas de su
desempeño y, de manera fundamental, la profesionalización del servicio
público, constituyen estrategias cuya adecuada instrumentación seguramente
generará el contexto necesario para que la imagen del gobierno cambie en la
mente de los burócratas y, de manera aún más importante, en la mente de los
ciudadanos.
La administración del cambio cultural requiere involucrar, escuchar y
hacer partícipes del cambio a la ciudadanía, a los receptores de los servicios, a
los contribuyentes y a los propios funcionarios públicos. El cambio cultural
no puede ser “establecido por decreto” ni logrado “de la noche a la mañana”.
Aunado a lo anterior, la administración del cambio cultural requiere de una
seria estrategia de comunicación sustentada en resultados inmediatos, visibles
y significativos.
Es importante planear los tiempos y las formas de manera cautelosa.
Estrategias de administración del cambio cultural de las organizaciones no
llevadas a cabo de manera cabal y a fondo, se transforman en “vacunas
anticredibilidad al cambio”. Por otro lado, reformas no incluyentes e
impuestas “desde arriba”, se traducen en incertidumbre, miedo y, por
supuesto, enormes probabilidades de fracasar.

8.

Conclusiones

Para transformar efectivamente el aparato administrativo del gobierno
es pertinente comenzar por diagnosticar los problemas, de manera sistemática
y tratar de precisar su naturaleza. Así, es necesario, igualmente, aceptar que
muchos gobiernos carecen de mecanismos institucionales capaces de exigir a
los funcionarios públicos de todos los niveles el cumplimiento de sus
responsabilidades para con la sociedad y, finalmente, no podemos ignorar que
con frecuencia se imponen esquemas y procedimientos administrativos
homogéneos a todas las unidades del gobierno, independientemente de que sus
objetivos estratégicos y su naturaleza difieran por completo.
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La creación de regulaciones administrativas, a partir de la
generalización de experiencias y situaciones particulares, ha servido para que
las dependencias globalizadoras ejerzan un control excesivo, y frecuentemente
innecesario, sobre el resto de las dependencias y agencias del gobierno.
Debido a que estas regulaciones a menudo no toman en cuenta la operatividad
y naturaleza de las agencias reguladas, se ha generado una injerencia excesiva
y disfuncional por parte de de instancias globalizadoras en el proceso de toma
de decisiones. Esta situación provoca, entre otros problemas, que se reduzca la
imputabilidad de las agencias gubernamentales, así como su capacidad para
implementar exitosamente políticas y programas.
Adicionalmente, la centralización del proceso de toma de decisiones y
una normatividad excesiva obstaculizan la realización de acciones orientadas a
hacer más eficiente y eficaz el ejercicio del gasto público. Frecuentemente
ocurre que, cuado una institución pública desea hacer modificaciones a su
manera de operar con objeto de racionalizar su gasto y generar ahorros
presupuestales, la instancia globalizadora central le impone un largo y sinuoso
camino de negociaciones e interpretaciones normativas que terminan por
desgastarla e inhibir su voluntad para hacer mejor las cosas.
Cuando estos problemas estructurales de la administración pública se
agravan y rebasan el límite de lo estrictamente burocrático, se convierten en
problemas de carácter político. La incapacidad de instituciones y funcionarios
para atender con eficacia y eficiencia los reclamos de sociedades cada vez más
plurales, informadas y participativas, erosiona la legitimidad del Estado. En
este sentido, uno de los rasgos más característicos de las crisis políticas
contemporáneas es su íntima conexión con procesos administrativos carentes
de racionalidad, donde los fines fundamentales del gobierno parecen
subordinarse a los imperativos reproductivos de una burocracia inflexible,
costosa, desprofesionalizada y frecuentemente corrupta. Esto trae como
resultado una crisis de credibilidad que debilita el poder recaudatorio del
aparato e inhibe el marco de derecho.
El modelo históricamente dominante de la administración pública ha
privilegiado cuestiones formales y ha descuidado las de fondo. La obtención
de resultados, en términos de satisfacción de necesidades sociales, se ha
subordinado a las prioridades implícitas en la determinación de un volumen
óptimo de gasto público y en el establecimiento de mecanismos eficaces de
control sobre su ejercicio. Dentro de esta lógica, resulta más importante
regular el monto de lo gastado, que determinar si los recursos públicos
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efectivamente se canalizan hacia la solución de problemas reales y a la
generación de los bienes y servicios que las sociedades demandan.
Adicionalmente, la verticalidad y el centralismo inherentes al modelo generan
incentivos perversos entre los burócratas al inhibir capacidades creativas y al
tornar inflexibles, costosos y lentos los procesos institucionales. Lo anterior
nos lleva a concluir que los actuales perfiles estructurales de la administración
pública no sólo le impiden convertirse en un instrumente efectivo para la
atención y solución de problemas sociales por parte del gobierno, sino que la
persistencia de prácticas viciadas e instituciones ineficaces e ineficientes
constituye una amenaza real para la preservación y el fortalecimiento de
sistemas democráticos.
El paradigma de la modernización administrativa, no repara en cuántos
programas se han hecho y no se basa en cuántas actividades se realizaron. No
importa si se pusieron más camas en un hospital o si se aplicaron más
vacunas; lo que cuenta es saber, por ejemplo, cuánto se redujo el índice de
morbilidad y de tuberculosis, y en cuánto contribuyeron los programas y
actividades que se realizaron a que estos índices se redujeran. Aquí no importa
saber si se compraron más patrullas o si se contrataron más policías, lo que
cuenta es reducir el índice de delincuencia. Esta es una visión en la que
trascienden más los resultados que los programas.
Desde una perspectiva teórica del análisis económico del derecho,
en sus vertientes del Nuevo Institucionalismo y de la Elección Pública, se
observa que la crisis actual por la que atraviesa el Estado tiene una de sus
explicaciones causales más importantes en una ineficaz e ineficiente
definición de responsabilidades y en incentivos institucionales
deficientemente establecidos por parte de gobierno, los cuales se encuentran
en la raíz de numerosos problemas económicos, sociales y políticos. Un
gobierno que no orienta sus recursos con la finalidad de ofrecer resultados a la
sociedad es un gobierno que erosiona su legitimidad y ve sistemáticamente
mermadas sus capacidades de conducción política y regulación social. En
virtud de lo anterior, resulta indispensable revisar y modificar a fondo el
proceso de definición, formación, implementación y evaluación de políticas
públicas, a fin de generar nuevos mecanismos e instituciones que,
efectivamente, incentiven a los actores y permitan al gobierno responder con
éxito a la misión de las instituciones sustentadas en las demandas sociales.
Trascender el viejo paradigma de la administración pública con sus
perfiles de inflexibilidad burocrática, reducida capacidad de innovación e
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instituciones costosas, sobre reguladas e ineficientes, implica acometer una
tarea que rebasa el ámbito de lo estrictamente administrativo. Rediseñar con
éxito la administración pública requiere renovar los mecanismos, incentivos y
procesos de gobernar. Contar con una modernización administrativa no sólo
exige crear instituciones que promuevan el mejor desempeño de los
funcionarios y permitan racionalizar el gasto, sino también crear instituciones
que hagan más flexible y legítima la relación entre el gobierno y los
ciudadanos. Se requiere avanzar en el terreno de la efectividad y la eficacia en
la gestión de los asuntos públicos, de igual modo que en el terreno de la
legalidad e imputabilidad de las decisiones de política que toman los
funcionarios.
Como ya se explicó, y lo muestran las “mejores prácticas” a
consideración de la ciudadanía (véase figura 2, mapeo que identificó las
mejores practicas con los modelos administrativos pertinentes), renovar el
gobierno y sus estructuras administrativas demanda un esfuerzo político para
construir instituciones flexibles y autónomas, al tiempo que se genera un
marco legal que promueve la transparencia de un sistema meritocrático en la
administración de recursos humanos.
AUTONOMIA / FLEXIBILIDAD

Nueva Zelanda
Reino Unido
México

Australia
Chile
Canadá

Bolivia

DISCRECIONALIDAD

MERITOCRACIA /TRANSPARENCIA

Ecuador

Colombia
España

Nigeria

Argentina
Francia
Suiza

Zaire

Japón

CENTRALISMO / CONTROL
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Asimismo, el marco legal debe promover que los recursos públicos se asignen
y ejerzan con racionalidad, que se maneje con eficiencia los recursos escasos,
que se defina con precisión el ámbito de atribuciones y responsabilidades de
los funcionarios, que se establezcan reglas claras que reduzcan al mínimo las
fricciones entre diversas organizaciones, y que se atiendan con precisión las
verdaderas demandas y expectativas de los ciudadanos.
El reto radica en alcanzar un equilibrio entre flexibilidad y control o, en
otros términos, entre la capacidad de imaginar soluciones y diseñar procesos
que permitan mejorar los servicios y la necesidad de contar con políticas
públicas responsables cuyo proceso de formulación, instrumentación y
evaluación permita, efectivamente, generar resultados en el marco de
restricciones presupuestales. Por último, el nuevo diseño institucional deberá
ser lo suficientemente sólido como para establecer con precisión los espacios
de autonomía relativa entre los responsables de la administración y la
sociedad. Esta autonomía relativa deberá expresarse en términos de capacidad
de ejecución por parte del aparato administrativo y de capacidad de influencia
por parte de las instancias sociales. La autonomía exige una rendición de
cuentas claras y contundentes por parte de los hacedores de las políticas
públicas y las instituciones respectivas. Autonomía por resultados, esa es la
combinación que se demanda y que ha demostrado servir.
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